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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

17719 Sala Primera. Recurso de amparo número 1.136/1985.
Sentencia número 110/1987, de 1 de julio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don
Antonio Truyol Serra, don Eugenio Diaz Eimil, don Miguel
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.136/85, promovido por el
Patronato de Casas para Funcionarios del Ministerio de Obras
Públicas, representado por el Procurador señor Zapata Díaz y
defendida por Letrado, contra las Sentencias de la Audiencia
Territorial de Madrid, de 4 de junio de 1979, y de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo, de 9 de marzo de 198:':'. En el procedimiento
han sido partes, además del recurrente y del Ministerio Fiscal, la
Gerencia Municipal de Urbanismo, representada por el Procurador
don Eduardo Morales Price y defendida por el Letrado y don Julio
Toledo Jáudenes, Letrado, que ha comparecido por sí. Ha sido
designado Ponente el Magistrado don Miguel Rodríguez-Pillero y
Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. Don Julián Zapata Diaz, Procurador de los Tribunales,
mterpone recurso de amparo, mediante escrito registrado en este
Tribunal el día 11 de diciembre de 1985, en nombre y representa­
ción del Patronato de Casas para Funcionarios del Ministerio de
Obras Públicas. El recurso se dirige contra la Sentencia de la
Audiencia Territorial de Madrid, de 4 de junio de 1979, dictada en
recurso contencioso núm. 1.137/77, y contra la Sentencia de la Sala
Cuarta del Tribunal Supremo, de 9 de marzo de 1983, dictada en
recurso de apelación núm. 47.997. Entiende el recurrente que las
citadas resoluciones vulneran el arto 24 de la Constitución con los
fundamentos de hecho y .de derecho que a continuación se
relacionan.

2. El día 18 de noviembre de 1985, el Patronato recibió un
oficio por el que se daba cuenta de que el Consejo de la Gerencia
Municipal de Urbanismo ·le concedía plazo de dos meses para
acreditar el derribo de unos locales, en ejecución de la Sentencia de
la Sala de lo Contencioso de la Audiencia Territorial de Madrid, de

4 de junio de 1979. El recurrente afIrma que no le fue comunicada
en ningún momento la iniciación del proceso que concluyó con la
citada Sentencia, así como tampoco del posterior recurso de
apelación sustanciado ante la Sala Cuarta del Tribunal Supremo.
En consecuencia, emplazada sólo por edictos, no tuvo conoci·
miento de las actuaciones judiciales '1 no pudo hacer valer en ellas
su derecho, con 10 que se le ha ocaSIOnado una palmaria indefen·
sión.

3. Entiende el recurrente que la resolución impugnada vulnera
el arto 24 de la Constitución con fundamento en las siguientes
argumentaciones:

a) No se le ha emplazado personalmente, pese a que constaba
en el expediente que la resolución que se dictase incidiria de
manera directa sobre su esfera de intereses.

b) El emplazamiento ha tenido lugar por edictos (art. 64 dela
Ley' de la Jurisdicción Contencioso·Administrativa), pese a que este
Tnbunal ya ha tenido ocasión de reiterar que es un medio. de
notificación que no reúne las necesarias garantías, desde la perspec·
tiva del arto 24 de la Constitución, pues no asegura el conocimiento
por el interesado y puede ocasionar indefensión. La necesidad de
emplazamiento personal en el proceso contencioso, además,. se
evidencia aún con mayor fuerza cuando ya en la vía administrativa
se han establecido garantías al respecto (art. 26 ó 117.3 de la Ley
de Procedimiento Administrativo). Por esta razón entiende incolls­
titucional, siquiera sea con inconstitucionalidad sobrevenida, el arto
64 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa'

hc) No cabe aplicar en este caso la salvedad tantas vece~ hec1a
en la jurisprudencia de este Tribunal de que no se ~ola a
Constitución emplazando por edictos a quien tenía ocasión de
conocer la existencia del proceso, pues el demandante en eSta~
actuaciones carecía de este conocimiento, y no es pensable q~e, SI
lo hubiera conocido, se hubiera mantenido en su actitud paSIVa.

Por todo lo anterior, se solicita de este Tribunal que difte
Sentencia en la que, otorgándose el amparo pedido, se d~clarel1~
nulidad de las resoluciones impugnadas y se retrotralgan •. a
actuaciones al momento inmediatamente anterior al del empl~a·
miento en la instancia, para que se efectúe en debida f?'rmda'lª~

Por otrosí, se ruega la suspensión de la ejecucIon e ual
resoluciones impugnadas pues, de lo contrario, el amparo event •..•.••
mente concedido podría perder su finalidad. . "

4. Por providencia de 22 de enero de 1986, la SeCClOn 0ilit;¡
acuerda admitir a trámite la demanda, requiriendo al Tnb~fut
Supremo '1 a la Audiencia Territorial de Madrid para que relJl1ue
las actuaclOnes de las que trae causa el presente recurso Ypar~ q
se emplace a quienes fueron parte en el procedimiento.

I
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Por escrito de 24 de febrero de 1986, se persona en el proceso
Gerencia Municipa! de Urbanismo de Madrid, Y don Julio

"Jledo Jáudenes, particular que promovió el previo recurso
Jntencioso-.administrativo, hace lo propio por escrito de 20 de
brero de 1986.

La Se<ci6n Segunda acuerda, por providencia de 9 de abril de
186, tener por personados y partes a la Gerencia Municilla1 de
manismo y al señor Toledo Jáudenes, concediéndoles a efios, a!
:currente y al Ministerio Fiscal plazo común de veinte días para
'le formulen las alegaciones que estimen convenientes.

a) El recurrente formula sus alegaciones por escrito de 8 de
,ayo de 1986. En él se ratifican en lo sustancial las formuladas en
demanda.
b) La Gerencia Municilla1 de Urbanismo, en escrito de 12 de

.ayo de 1986, se opone a la estimaci6n de la demanda por
JDsiderar caducada la acci6n, ya que la Sentencia de la Audiencia
erritoria! de Madrid, es de fecba 4 de junio de 1979; Y por
1tender que el emplazamiento de las partes tuvo lugar con
,terioridad a la entrada en vigor de la Constituci6n.

c) El sedor Toledo Jáudenes formula sus alegaciones en escrito
, 12 de mayo de 1986. En él se opone a la estimación de la
:manda pol'll,ue entiende que el Patronato conocia desde el
)mienzo la eXIstencia del proceso, como lo prueban los reiterados
ltentos de un Letrado del mismo de Oegar a un acuerdo con el del
ocurrente; además, la representación procesal del patronato com­
areci6 en el proceso administrativo, como lo prueba adjuntando
)pia de su escrito. Entiende. ade~c%ue el referido Patronato ha
ordido su personalidad jurídica, .da de capacidad que trae
lnsigo la extinción del recurso de amparo. Por último citando la
rc 81/1985, de 4 de junio,llOnsidera que no es excesivo, dada la
nalidad del Patronato, imponerle la carga de consultar los
Boletines Oficiale... por lo que <:&rece de proporcionalidad impo­
er la paralizaci6n de un proceso que Oeva entablado más de diez
;\05. ,

d) El Ministerio Fiscal evacua el trámite por escrito de 6 de
",yo de 1986, en que estiJDa que el amparo debe denegarse, en
rimer lugar, en relación llOn la Sentencia de la Audiencia, porque
. emplazamiento se produjo con anterioridad a la entrada en vigor
e la Constituci6n; en segundo lugar, porque la Entidad recurrente
lit representada por Abogado del Estado, que, sin embargo,
:rigi6 escrito a la Sala de lo Contencioso de la Audiencia
errltorial. solicitando no se siguiera el proceso contra su represen·
~ción y, además, porque no es carga excesiva imponer a un
'rganismo administrativo la lectura de los eBoletines Oficial.....

5. Por providencia de 22 de enero de 1986, la Se<ción acord6
umar la coITeSpondiente pieza para la tramitación del incidente
e. suspensión del acto recurrido, concediendo un plazo común de
'es d1as a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para que
l~n lo que estimasen pertinente en orden a la suspeIlS1ón
olicitada.

La parte demandante aleg6 que la procedencia de la suspensión
, deriva de la propia naturaleza del recurso de amparo y de la
¡tuación existente contra la que se trataba de reaccionar, referente
la demolici6n de los locales propiedad de la Entidad que recurre.
i no se suspende el derribo y destrucci6n de los locales de que se
rata se producirla un peJjuicio que baria perder a! amparo su
;nalidad.

El Ministerio Fiscal también estimó 8llOnsejable acordar la
USopensión interesada pues suponiendo la ejecución de la Sentencia
.e demolici6n de lo construido, si así se hiciere, la estimación del
mparo tendrla absoluta ineficacia

Por Auto de 5 de marzo de 1986, la Sala 8llOrdó la suspensi6n
'e la ejecuci6n de la .Sentencia de 4 de julio de 1979, de la Sala
'ercera de lo Contencioso de la Audienc18 Territorial de Madrid.
,entencia confirmada en apelación, y de remitir certificaciones de
sta resolución a la referida Sala y a la Gerencia Municilla1 de
Jrbanismo para que teuga efecto la suspensión acordada.

6. Por providencia de 21 de enero de 1987, la Sala acord6
,oner de manifiesto la relevancia de los hechos que la parte
~emandada expone en el apartado e) de su escrito de alegaciones
, otorgar a las partes y al Ministerio Fiscal un plazo de diez días
J8r~;a~e, en relación con dichos extremos, formule las alegaciones
le una de las pruebas que estimen pertinentes.

La re¡>resentación del solicitante de amparo en relación con la
lroposiC1ón de prueba afirma su desconocimiento de las supuestas
;estiones y contactos a los que se refiere la parte demandada en
elación con el recurso contencioso-administrativo y la Sentencia
¡ue se dietó sin baber sido parte en la misma, para el caso de que
'1 Abogado del Estado hubiera sido namado y com~do en los
ecursos. es evidente que tuvo que haber comparec1do únicamente
'n concepto de representante de la Administración autora de la
esolución impu8nada y no de la Gerencia del Patronato de easas
¡ue tiene su propio servicio jurídico de representación y defensa.
;olicita que se oficie a, la AbOgada del Es,tado y a los Servicios

Jurídicos del mismo en la Audiencia Territorial de Madrid y del
Tribunal Supremo para que se certifique que no se di6 conoci­
miento al Patronato de Viviendas del Ministerio de Obras Públicas
en ningún momento de la existencia del recurso contencioso núm.
1.137177.

El Ministerio Fiscal afirma que no le correspondla formular
proposición alguna de prueba, a~ue los hecbos que la JI8Tle
demandada alega reforzarlan el eIÍlenO de que no procede estunar
el amparo interesado y serían en si mismos suficientes para
invalidar el punto de partida de la demanda, que al Patronato ni
se le emplazó directamente ni tuvo, por otro medio conocimiento
del recurso.

La representación de la Gerencia MunJcilla1 de Urbanismo del
Ayuntamiento de Madrid señala que la Gerencia Municilla1 de
Urbanismo no intervino en las reuniones a que hace referencia el
demandado, que los hecbos referidos son desoonocidos para la
misma, y que por tanto no puede admitir su veracidad salvo que
se ofrezca y practique prueba suficiente de los mismos.

La representaci6n de don Julio Toledo Jáudenes en sus alegacio­
nes indica que no está en condiciones de probar las gestiones
intentadas por el Abogado del Patronato en 1977 y 19"79, para
10tp'Itr un acuerdo amistoso que enervara la anulaci6n judicial de
las liconcias, pues sólo ba mantenido llOntaetos llOn ese Abogado,
y el mismo es inhábil para prestar testimonio conforme a lo
dispuesto en el arto 1.247.5 del Código Civil.

Sin embargo, si puede demostrar- por documentos febacientes
que el Patronato conocia la Sentencia del Tribunal Supremo de 9
de marzo de 1983, al inenos desde el9 de octubre de 1984, dIa en
que su Letrado formula contestación a la demanda en el proceso
cleclarativo de mayor cuantía tramitado ante el Juz¡¡ado de Primera
Instancia núm. 21 6 25 de Madrid, bajo el núm. 1:240/84, en cuyo
hecho undécimo se precisa contra esa actitud elllOntenido de dicba
sentencia del Tribunal Supremo, denotanto aIU el Patronato un
llOnocimiento directo y perfecto de la sentencia Por eOo, propone
la práctica de la prueba documenta! pública llOnsistente en que,
previa citaci6n de la ~' se diJija oficio a la Sala de lo Civil de
la Audiencia Territorial de Madrid, a fin de que por el Seeretario
se testimonie el íntegro contenido del escrito de demanda formu­
lado por don Miguel Angel Ballesteros Guedán y ocho más en autos
de proceso cleclarativo de mayor cuantía, tramitados ante el
Juzgado de Primera Instancia núm. 21 6 25 de Madrid, &si como
del integro contenido del escrito de llOntestación suscrito por la
representación del Patronato de Viviendas para funcionarios del
Ministerio de Obras Públicas, el dIa 29 de octubre de 1984.
También se solicita la condena en costas y la imposici6n de una
sanción peeuniaria de 100.000 pesetas, dada la temeridad del
solicitante de amparo.

7. Por providencia de 25 de febrero de 1987, la Sala acordó la
práctica de la prueba prol'uesta por la representación del Patronato
de Casas para Funcionanos del Ministerio de Obras Públicas y de
la propuesta ~r la representación de don Julio Toledo Jáudenes,
y a tal fio duiJir comunicaci6n a la Abogacía del Estado en la
Audiencia Temtorial de Madrid y en el Tribunal Supremo, para
que certifiquen que no se puso en conocimiento del Patronato de
easas del Ministerio de Obras Públicas la existencia y tramitación
del recurso contencioso núm. 1.137/77 ya la Sala de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Madrid, a fin de que se emita testimonio
dellntegro llOntenido del escrito de la demanda formulado por don
Miguel Angel Ballesteros Guedán y ocbo personas más en autos de
proceso declarativo de mayor cuantía ante el Juzgado de Primera
Instancia núm. 25 de Madrid, asf como del in~o contenido del
escrito de contestación suscrito por la representacrón del Patronato
de easas para Funcionarios del MiniSlenO de Obras Públicas, el día
9 de octubre de 1984.

Por providencia de 27 de mayo la Sala acord6 incorporar a las
actuaciones los oficios y certificaciones recibidas de la Abogacia del
Estado en el Tribunal Supremo y de la Abogacia del Estado en la
Audiencia Territorial de Madrid, así como del oficio del Presidente
de la Sala Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial de
Madrid, en que se anuncia la remisi6n de los particulares que se
interesaban con referencia a los autos 1.240/84, que se encontraban
en dicha Sala, sin embar¡o, al no 8llOmpañarse la certificación
indicada se reitera de nuevo la remisión de las actuaciones que
fueron recibidas al dfa siguiente.

Por providencia de 3 de junio de 1987, la Sala acord6 dar vista
de las actuaciones remitidas a las partes y al Ministerio Fiscal para
la formulación de alegaciones.

El Ministerio Fiscal a la vista de las actuaciones, afirma que
cuando menos en octubre de 1984, aunque puede asegurarse con
probabilidad que bastante antes, el Patronato era llOnocedor de los
fallos judiciales que ahora impugna ante este Tribunal, con el
mendaz argumento de que no tuvo conocimiento de los mismos
hasta el 11 de noviembre de 1985, cuando la Gerencia Municipal
de Urbanismo le comunicó que debia proceder a la demolici6n de
lo que dichos fallos habían .declarado indebidamente construido.
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La pretensión que ahora se ejercita, indel\msión por el deKonor'­
miento de impu¡nacjón de un acto del que se le deriVIllll en
derecho es, sepIn esto, extemporánea, pues es reiterada cIocIrina de
este Tribunal que el conocimiento extraproc:esal de las resoluciones
judiciales, en forma suficiente, equivale a su notificación, al memos
en cuanto a su posibilidad de impu¡nacjón por indefensión. Por
ello hay que reputar el presente recurso de amparo como inter­
puesto a destiempo, sin necesidad de entrar en consideraciones de
fondo. El Patronato actor, por otra partll ha venido ante este
Tribunal ocultando datos, justamente aq;;6iios que hubieran hecho
il\iustificable la petición de amparo, y ofreciendo una versión
desviada de los hechos.

La representación de la Gerencia Municipal de Urbanismo
a1ep que en la documentación 'aponada aparece que el 9 de octubre
de 1984, el Patronato tenia conocimiento de la Sentencia de la Sala
Te"",ra del Tribunal Supremo de 9 de marzo de 1983, <l.ue
confirmó la de Sala Ten:era de la Audiencia Territorial de Madrid,
de 4 de julio de 1979, pues se alude a ella en ela~ octavo de
los hechos de la demanda y en el aPlllUdo undkimo de los hechos
de la contes!&ción, por lo que el recurso es improcedente por
extemporane"lad.

Don Julio Toledo J'udenes en su eecrito de a1epciones afirma
que la pr4<:tica de la prueba \liopuest& por 61 ha puesto de re1ieve
que, en efecto, la Administración demaDdante conocia, al menos la
Sentencia del Tribunal Supremo objeto del recurso de amparo
desde el 9 de octubre de 1984, Y la conocla a la perfección, pues
sabia que se referfa a la licencia de obras PIIIll construir unos locales
comen:iales por ellos promovidos. Cuando mú de un año despu6s
formula recurso de amparo, esté actuando de mala fe, tratando de
eludir la ejecución de una Sentencia bien conocida por 61 desde
hace tiempo y que carece de seriedad afirmar en estas cin:Unstan­
cías que ha bábido una infracción del derecho a la tutela judicial
del Patronato, mú aún cuando el~~~del Patronato,
es decir, el Abopdo del Estado, tuvo o . de asumir la
defensa en el recurso contencioso-adminiJtrativo de lo que en puro
derecho era indefendible.

La representación del Patronato en su eecrito de a1epciones
sostiene que e! juicio civil de mayor euantfa 1.240/84 nada tiene
q~ ver con el recurso contcncioso..edmjnistrativo contra CUYQS
18ll0s se ha solicitado el amparo al Tril...nal y no hay nada en la
documentación remitida que constituya prueba aI¡una de que su
representado fue notificado y nO pudo personarse en el recurso
conteuci~a1~se~_lademandadeamparn.Sein~en
la importancia de la prueba relativa a que e! Abopdo del Estado
no dió conocimiento al Patronato de la existencia del recurso
contencioso y del posterior recurso de apelación.

8. Por providencia de 22 de octubre de 1986 se señaló PIIIll
deliberación y votación del presente recurso el día 21 de enero
siguiente, en el que se acordó con suspensión del plazo PIIIll dictar
Sentencia, otor¡ar a las partes un plazo de diez días PIIIll proposi­
ción de prueba. Una vez practicadas las pruebas propuestu, la Sala
celebró nueva reunión PIIIll deliberación y votación del recurso el
día I de julio en curso.

U. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. La demanda de amparo se basa en que la falta de emplaza­
miento I"'fS:Onal del Patronato de Casas PIIIll Funcionarios del
Ministerio de Obras Públicas, en e! recurso contencioso-adminis­
trativo ante la Audiencia Territorial y en el posterior recurso de
apelación ante la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, pese a que
constaba en el expediente que la resolución judicial que se dietaae
incidiría de manera directa sobre su esfera de Intereses, ha
vulnerado el art. 24 de la Constitución Española pues aunque su
emplazamiento ha tenido lupr por edictos, no tuvo conocimiento
de las actuaciones judiciales, y no pudo hacer valer en ellas su
<ierecho, por lo que se le habrfa OC&Slonado una paJmaria indefen­
sión.

La Gerencia Municipal de Urbanismo, el Ministerio Fiscal y el
demandado sedor Toledo J'udenes se oponen a la pretensión de la
demanda, ya sea porque niepn su presupuesto de hecho, la falta de
conocimiento de! piocedinIiento judicial o, en su caso, de las
decisiones judiciales, ya sea, subsidiaria y alternativamente porque
estiman que el solicitante de amparo hubiera podido conocer la
existencia del recurso si hubiera puesto la necesaria diligencia, que
el afectado ha de desplepr en un orpnismo público, de lectura de
dicho «Boletín Oficial», recordando la doctrina sentada en la STC
81/1985, de 4 de junio, de que el emplazamiento por edictos en
estos casos no menoscaba su derecho de defensa, ni aún menos
puede producir indefensión.

El conocimiento previo, en particular de las decisiones judicia­
les, supondria en si mismo no sólo la desestimación del recurso, al
no haberse producido la indefensión, sino también e incluso la
propia extemporaneidad de la demanda en el caso de que entre el
momento de ese conocimiento y la fecha de presentación del

recurso se hubiera dejada transcurrir el plazo establecido en el &J
45,2 de la Ley O1¡4Dica del Tribunal COnstitucional Sin embaI¡
este motivo de caducidad de la acción sólo seria admisible si
concluyese que el hoy actor tuvo conocimiento del proceso o de 1.
decisiones judiciales en momento anterior a los veinte días e
presentación de la demanda, pues el plazo de caducidad sólo pue<
comenzar a computarse a partir del momento en que ex1Sla
eeneza de !Iue se adquirió ese conocimiento. Eato es,~ valor'
este reqUÍSlto de pnjI:edibilidad, resulta preciso tambi6n un pro
nunciamiento sobre la existencia de tal conocimiento, y P<Jr el
entrar de aJsún modo a analizar e! propin fondo del asunto. De a:
que no pueda resolverae con car4cter previo e! tema de
extemporaneidad, sin realizar antes un an4Iisis preliminar de
cuestión de fondo, relativa a una falta de conocimIento del ¡>roce
Yde las resoluciones que habrfa ocasionado. se¡ún el solicitante ,
amparo. iDdefensión.

2. Sin embal¡o, antes de entrar en e! an4Iisis del tem
debemos resolver una cuestión previa que plantea la Gerenc
Municipal de Urbanismo, es la relativa a la eficacia retroactiva e
la Constitución por e! momento en que tuvo lupr el emplaz
miento de las partes en el recurso contenci_dmtnistrativo, pu
fue en fecha anterior a la entrada en vi¡or de la Constitución.

I!n efecto. e! trúnite de emptazamien:to tiene 1_el dia 17 (
mayo de 1918, momento en que aún no esté viaente la Constit
ción y fi4e sin cortapisa aIfuna lo dispuesto en el art. 64 de la Le
de la Jurisdicción ContenCloso-Administrativa, no obstante, con'
núa la instancia tras la entrada en vi¡or de la Constitución, y en e
tase temporal se dicta la Sentencia (4 dejunio de 1979). Es doctriJ
ya reiterada de este Tribunal que no puede aplicarse la Constit
ción retroactivameate, a situaciones q~nteadas antes de ,
entrada en vitor, hablan lIIOtado sua cuando se produ
8CIuella. En consecuencia, Y PIIIll los aetos procesales que hi
lIIOtado sua efectos con anterioridad a la Constitución, debe
considerarse v4Iidos los enlplazamientos que se hicieron coafom
a la le¡islación que entonces estaba en vt¡or. Por lo !lue hace
proceso en la ins~:justo esto lo que ha sucedido, y, p
tanto, «habi6ndose ' o el emplazaniiento con anteriondad
la Const!tuci?.':l:n~~prevista por la Ley de la Jurisdiccic
COntenCIOSO- liva, y estando el proceso en un arado '
desarrollo ,posterior en el momento de su promulasción, no proce,
[.•.) la aplicación retroactiva de la misma cuanao [e! actor) PUl
tener acceso al eroceso si hubiera observado la espécial diIi¡enc
que le era exi¡¡ble en aquel momento preconstitucional» (81
4/1984, 23 de enero).

No obstante lo anterior, es claro que sólo tiene visencia c<
referencia al recurso contencioso-administrativo ante la Audienc
Territorial de Madrid, pero no en la fase que se inicia a partir •
la interposición del recurso de apelación ante el Tribunal Suprem
que se desenvuelve en su totalidad en el periodo de tiem¡
~¡~~nstitucional. I!n esta seaunda fase ha de concordarse con

. , terio Fiscal en que el arto 64 de la Ley de la Jurisdicci,
Contencioso-Administrativa debe ser interpretado según los prin,
pios establecidos en la Constitución, y, con arresto a ellos, valor
hasta qu6 punto la falta de emplazamiento personal ha conduci,
a dene..... al afectado e! acceso a un recurso que, previsto en la Le
se' ha mtegrado en el contenido esencial del art. 24 de la Constit
ción.

Tampoco es aJ'!1l PIIIll desestimar la demanda la a1epción (
que se ha~o la personalidad del Patronato, pues el art. !
de la Ley 50/1<184, de 30 de diciembre, de Presupuestos General
del Estado no produce la extinción ipso iure de su personalid
(como la acredita la disposición transitoria quinta del Real Decre
1654/1985, de 3 de julio, sobre estructura orpnica del Minister
de Obras Públicas y Urbanismo), sino condicionada a que
cumplan respeeto de 61 las previsiones de la misma Ley; la ptop
Ley de Presupuestos establece la continuidad de las relacion
jurídicas que hubieran establecido los institutos extin¡uidos, que
produciria a través de los entes que los absorben.

3. Entrando ya en la cuestión que constituye el núcleo de
presente controversia, e! lII)lIlJl1ento central del solicitante •
amparo es que la falta de emplazamiento personal le ha impedí,
intervenir en el proceso y conocer las resoluciones judiciales. de 1.
que sólo ha temdo conocimiento e! 18 de noviembre de 1985
recibir un oficio de la Gerencia Municipal de Urbanismo en el ql
se le concedia un plazo de dos meses PIIIll el derribo de un·
locales.

Sin embarao, las parles comparecidas y el Ministerio Fiscal h1
n...,w esta Íalta de conocimiento, e incluso la falta de emplaz
MIento personal por entenderse que la Entidad recurrente habr
estado rerresentada por el Abogado del Estado, que habla comparo
cido en e proceso, aunque fuera PIIIll hacer constar que se absten
en sus funciones por entender que la Gerencia Municipal ya estal
suficientemente representada. Entienden el Ministerio FIscal y
sedor Toledo Jáudenes, que siendo única la Administración
Estado, no puede a1eprse que una parte de ella desconociese lo
para otra era notono, cual era la incoación del procedimi.
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-"nlra 1IU liI:encia de obra. De la praencIa del Abopdo del Estado
>n el proceso -aunque fu... para manifestar que le abs1cnIa de
intcrvcnir- le PlCtcncIe derivar uf el conocimiento de la existeDcia
:Id recuno por el Patronato. que~ onrporacióD juridico­
pública habrl& de oer representada por el Abopdo del Estado. Y no
podrla ampararse, para nepr la existencia ele una citación direc:Ia
en el hecho e1e1 fraci:iOD8JD1eDto orpnizativo ele la Administración.

Sin emboJ¡o, ate ruonamicnto es CXOClIivameDte formalista y
1escaDSI en una valoración a.0CIÍ\'& ele la relación entre el
Patronato afectado y el Lcttado del Estado. Dicbo Patronato eD el
momento en que loo hechoslUOCdicroD era 1IU Entidad ele derecho
público que podrla estar re¡nocntllda en el pI'OOCIO por Abopdo
:Id Estado (art. 35 ele la Ley ele la Jurildia:iÓD CoDtenaoso­
-'dminisIrativa). Pero. COD inclepcndcncia ele lo que pudiera
succcler en otros casos, en el PlCleDte no oólo DO le ha probodo que
la rclaciÓD que UDIa a la Corporación \' a la Abopda del Eatado
fucac CODstante y directa, lino IIIÚ~ lo contrario y Q.ue el
Patronato CODtaba COD sus propios scrviaoo de Iepl'CICDIaC'ÓD Y
defensa jurídica. También]la quedado claro que el traslado de la
dcmandil al Abopdo e1e1 Estado le !lizo, o le enteDdió por éste.
como merida a la e1efensa ele la Gcm1cia Municipal ele Urbanismo.
absteniéndose ele intervenir. por concurrir el BUpucsto,¿:viato en
el art. 35.1 ele la Ley ele la JuriJdicciÓD Contencioso-miDistA­
liva, al estar dicha Oercncia cIefendida por OlIO Letrado.

No podfa exigirse al Lcttado del Estado otra actitud, ni <:abe
dcclucir ele BU cIIidad.ele funcionario Pliblioo pcrtencciente al
servicio jurídico ele la AdminislracióD del Eatado la cxistcncia ele
una relación ele iclentificacióD sqúD la cual, por el hecho ele que el
Abopdo e1e1 Eatado CODozca ele un pI'OOCIO. han ele darse Dcc:csaria·
meDte por eDteradas ele su existencia todas las Enlidacles públicas
que potencialmente pudieran CItar iCjli...ntadaa por uno ele estos
limcionarios. Ello implica formular una presunciÓD que, aparte ele
a.cccIer ele los limites ele lo razonable. le conlradice COD lllS pruebas
aportadaa en el PlCleDte recuno de las que se cleducc que DO consta
que la Abopcía del EaJado pusiera en conocimiento e1e1 Patronato .
ele Casas para Funcionarioo del Ministerio ele Obras Públicas,
oqanismo con personalidad jurldica, la existencia Y IJaiDÍtaciÓD
del recuno contencioso-adiniilistrtivo ante la Audiencia Territo­
rial ele Madrid, ni del posterior rcc:urso ele apelacióD ante el
Tribunal SUPlCmo. Por eUo debe rccbazarsc la PlC!eDsiÓD de que la
comunicación a la Abopáa e1e1 Estado pudiera pcnnilir cleducir el
coDocimiento del iiÚSiilo por el Patronato hoy aolicitante de
amparo.

4. Tanto la Gcm1cia Municipal ele Urbanismo. como el señor
Toledo Jáuclenes CODlO el Ministerio F'JlCa1 han cslirnado poco
verooimil, dada la importancia ele los in_ en jueao. la
afirmacióD del Patronato del cIeaconocimiento ele la im¡llllDaciÓD
ele la licencia ele obras, e ineluao el señor Toledo alude a la
existencia ele nqociacioDes con Abopdos o rcprcscDtantes ele
Patronato antes y clespués de dictarse las Sentencias tanto ele la
AudieDcia como e1e1 Tribunal Supremo. Sin cmbaJB'!t. D~ se han
aportado pruebas fehacientes de estas circunstancias JaCJicas.

Al CODtrariO. un hecho alcpdo por el le60r Toledo JAuclenes, el
ele que el Patronato coDocia éfccti\'&mCDte la SenteDcia e1e1 Tribu·
nal Supremo ya eD 1984, por babcrsc referido a ella, eD un juicio
civil ele mayor cuantla freDte al Patronato. tanto los actores en la
e1emanda, como el propio Patronato en la contestacióD a la
clemanda ha sido febacicntemeDte probado. mediante los testimo­
nios ele esa clemanda y de esa CODtestacióD a la clemanda, que han
sido aportados eD este proceso en el trAmite ele l!fAclica de pruebas
previsto en el art. 89.1 de la Ley 0nlAnica del Tnbunal Constitucio­
nal En dicha e1emanda y en su hcclío octavo le aludia a que la Sala
Tercera e1e1 Tribunal Supremo en Sentencia ele 9 ele mano ele 1983
habla confirmado la SeDteocia de 4 de junio de 1979 ele la Sala
Tercera ele lo CoDtencioso-Adolinislrativo de la Audiencia Territo­
rial ele Madrid, Y se daba 1IU in~6D a estas SeDtencias,
favorable a la PlC!eDsiÓD aetora. El Patronato. al contestar a la
clemanda en su hecho lIDdécimo. conlradice esa interPretación
alinnando lo si¡uieDte:

«Para 10lIJlI' un mayor c:onfusioniamo. los actores aludeD a una
Sentencia del Tribunal Supremo declarando Dulas las edificaciones
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, CODll'ueata por
don Franciaco TomAs y Valiente, PrcsicIente; don FranCiSCO Rubio
Uorcnte don Luis Dfcz·Picazo )' Poncc ele León, doD Antonio
Truyol s.m: doD Eugenio Dia:z Eimil Y don Miguel RocIrl¡ucz­
Piñcro y Bravo-Ferrer. Ma¡istrados, ha pronunciado

conSlruidas, concretamente en IU Hecho octavo. De DuevO los
actores cleforman la realidad, puesto que las actuaciones a que
aluclen se rclicren a.c1usivamente a la impugnaciÓD de la Licencia
de Obras concedida por la Gcm1cia Municipal ele Urbanismo. para
construir unos locales comerciales en un aolar. ajeno e indepen.
diente a aquéllos en que cstAn construidas las viVleDdas objeto de
cata litis, Y a. aquéllos que constituyan los dcmcntos .comunes
cIestinados a jardln, rcc:rco y aparcamiento. razóD por la que ni
aiquicra intentan aportar la leotencia a la que aluclen.a

Aun cuando no consta el momento ele la rcccpciÓD de la
clemanda por el Patronato. si que consta al menos la fecha de la
contestación a la clemanda, que es la ele ~ ele octubre de 1984. dia
en que el Patronato coDOáa llCI'f'cctamente la SeDtencia Y su
contenido. Resulta asi falsa la alírmaciÓD CODtenida en la demanda
ele fecha 9 de diciembre de 1985. YpreseDtada ante este Tribunal
dos dias mAs tarcIe ele que el OfiCiO de la GereDcia Municipal de
Urbanismo de 18 de Doviembre de 1985 es el que pcnniUó por
primera vez el coDocimieDto ele las Sentencias, de las que se dice
en la e1emanda que ......ba nli representado ele CODOCCilO.

Como razona el Ministerio Fiscal. la PlC!eDsiÓD que ahora
tticrcita el Patronato «COD el mendaz lJIIIiDento ele que DO tuvo
coDocimiento de los iiÚSiilos [faDos judiciales] haala el I1 ele
noviembre de 1985 es oO' sqúD esto, extemporAn..... extemporanci·
dad que tambiéD ha sido puesta de manifiesto por la rcprcscntación
ele la Gcm1cia Municipal ele Urbanismo. Eala extem,POrancidad
debe ser aceptada puesto que, scgún reiterada doctnna de este
Tribunal, el conocimiento extraproccsal de las rcaolucioDes judicia.
les, sieDdo suficiente Y fehacieDte equivale a su DotificacióD, al
menos en CiIlDto a su posibilidad de imPU¡naciÓD por inelefeDSlón.
En consecuencia, aun si le aceptara como CIerto el desconocimiento
e1e1 proc:cdimjeDto y las rcaolucioDcs judiciales antes del dia 9 de
octuDrc ele 1984. a partir ele esa rccha, en que el demaDdante tuvo
coDocimiento suficiente ele la SeDtenaa frente a la que se interpone
el recuno de amparo. habrl& ele computarse el plazo de veinte dias
PlCVÍSto eD el art. 44.2 de la Ley OrgAnica ele este Tribunal
CoDstituciOnal, ele acuerdo a la doctrina establecida, entre otras, en
las SeDteDcias de 26 de mano, 29 ele ahril Y 4 ele julio ele 1985.
ProcccIe. en CODSCCIiCDcia, cIenCBar el amparo aolicitado dada la
a.temporancidad de la clemanda.

5. La representacióD e1e1 señor Toledo JAuclenes ha aolicitado
que por la manifiesta temeridad y mala fe ele la Entidad recurrente
e1ebcrlan impoDérsclc las costas del rcc:urso y una sancióD pecunia­
ria ele 100.000 pesetas. Eata temeridad, mala fe y abuso ele derecho.
resulta eviclente por la falta ele veracidad de las afirmacioDes
CODtenidas en la e1emanda Y reiteradas en el escrito ele alcpcioDes
donde se dice que «era absolutamente inCSllCJlda» la existencia del
recurso que el Patronato sólo coDoció de las SeDtencias en su
trAmite ele cjccucióD Y al orclenArscle la demolicióD de los local...
Por eUo. ele acuerdo alo dispuesto en el art. 95 de la 4Y OrgAnica
del Tribunal Constitucional, procccIe impoDer al aolicitante de
amparo las costas <¡Iue se derivan ele la IJaiDÍtacióD del proceso. Y
una sancióD pccumaria ele 100.000 pesetas.

FALLO

En atencióD a todo lo expuesto, el Tribunal CODstitucional,
POR LA AUTORIDAD OUE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha clecidido:

1.0 DeDegar el am.Jl8iO solicitado por el Patronato de Casas
para Funcionarios del Ministerio de Obras Públicas.

2.° ImpoDer las costas a dicho recurrente.
3.° Imponer al recurrente una sanción pecuniaria ele 100.000

pesetas.

PubUqUCIC esta Sentencia en el cBolctfn Oficial e1el Estado~.

Dada eD Madrid a uno ele julio ele mil DovecieDtos ochenta y
aiete.-FraDcisco TomAs y Valiente.-FranciscoRubio Lln­
rcnte.-Luis Dfcz-Picazo y Ponce ele LeóD.-AntoniO Truyol
Scrra.-E~nio Dlaz Eimil.-Mi¡uel Rodrisuez·Piñcro y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la si¡uicDte

SENTENCIA

En el recurso ele amparo nÚiD. 183/86. promovido por la
Piocuradora do6a Isabel Cañedo Vep, en nombre y rePlCSCDtacióD
ele doD César GonzAlez Barriuao. dOD NicolAs Rueda Villate, don


